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La autoprovisión durante el shock de la gestión 
administrativa en España: una progresión de 

acordes disonantes



Acorde disonante 1: la acción administrativa en shock

• La respuesta gestora: contratación de emergencia en vena. 
Informes de supervisión de la OIRESCON

• Visibilidad discreta de la autoprovisión administrativa: ni se 
menciona en el documento de la Comisión Europea de 1 de 
abril sobre “Orientaciones de la Comisión Europea sobre el uso 
del marco de contratación pública en la situación de 
emergencia relacionada con la crisis del COVID-19”. Ni se ha 
supervisado por la OIRESCON.



Acorde disonante 2: el (escaso) uso del grupo Tragsa en 
los primeros meses de la pandemia

• Tragsa, gran medio propio estatal especializado en emergencias y catástrofes desde 1997. 
• Art. 4 Real Decreto 69/2019: 
“2. Las actuaciones de urgencia o de emergencia que se declaren con motivo de catástrofes o 
calamidades de cualquier naturaleza que sean encargadas por la autoridad competente serán 
ejecutadas por TRAGSA y su filial TRAGSATEC con carácter, además de obligatorio, prioritario.
“3. En las situaciones de emergencia, en las que las administraciones públicas deban actuar de 
manera inmediata, podrán disponer o movilizar directamente de los medios de TRAGSA y de su 
filial TRAGSATEC que se requieran, ordenándoles las actuaciones necesarias para conseguir la 
más eficaz protección de las personas, los bienes y el mantenimiento de los servicios, sin 
sujeción al régimen administrativo ordinario de actuación previsto en los artículos 10 y 
siguientes de este real decreto. A tal fin, dichos medios se integrarán en los dispositivos 
existentes de prevención de riesgos, incorporándose a sus planes de actuación y asumiendo los 
protocolos de aplicación”.



Acorde disonante 3: la UME en la “Operación Balmis”

• Según fuentes gubernamentales, se han realizado más de 10.550 
desinfecciones, unas 5.100 intervenciones en residencias, más de 
3.100 actuaciones en hospitales y centros de salud y 1.100 
intervenciones en centros sociales. De ahí la existencia de múltiples 
contrataciones licitadas por la Jefatura de Asuntos Económicos del 
Mando de Apoyo Logístico del Ejército mediante procedimientos 
negociados sin publicidad acelerados, que se vinculan a esa 
respuesta a la crisis del COVID-19. 

• La UME sigue siendo una unidad administrativa opaca



Acorde disonante 4: la no-regulación de la colaboración 
horizontal y vertical en situaciones de emergencia

• Ni la Ley 17/2015, reguladora del sistema nacional de protección civil, ni la 
Estrategia Nacional de Protección Civil, aprobada por el Consejo de 
Seguridad Nacional mediante la Orden PCI/488/2019, de 26 de abril, 
mencionan a Tragsa, ni regulan su participación en los planes de 
contingencia. 

• El artículo 37 de la Ley 17/2015 sí regula la participación de la UME, pero la 
deja abierta en el plano operativo: “La intervención de la Unidad Militar de 
Emergencias, valoradas las circunstancias, se solicitará por el Ministro del 
Interior y será ordenada por el titular del Ministerio de Defensa. 
Reglamentariamente se establecerá el régimen de sus intervenciones”.



En especial, la no desarrollada disposición adicional 
quinta de la Ley 17/2015

• Esta disposición nos da pistas relevantes sobre el carácter no gratuíto de la 
colaboración público-público en misiones de protección civil, al regular de 
la siguiente manera los “precios unitarios para determinar el coste de los 
servicios prestados”: “Para su posible aplicación a los convenios de 
colaboración que se suscriban entre Administraciones Públicas, así como 
para cubrir los gastos derivados de la intervención de los servicios públicos 
en las situaciones de emergencia, el Consejo Nacional de Protección Civil 
podrá aprobar una relación de precios unitarios de medios materiales y 
recursos humanos que pueda servir de referencia para determinar el coste 
de los servicios prestados”. Hasta el momento, sin embargo, no se ha 
desarrollado tal relación de precios.



Acorde disonante 5: las modificaciones legislativas de la 
regulación básica de la autoprovisión vertical durante el año 20

• La sucesiva reescritura del artículo 32 y 33 los ha convertido en 
los artículos más modificados de la LCSP, junto con el artículo 
159.

• El hecho de haberse realizado mediante reales decretos-leyes o 
mediante la ley de presupuestos generales del Estado para 
2021 nos ha sustraído la posibilidad de conocer las razones de 
estas modificaciones, aunque se intuyen: Abogacía del Estado 
e IGAE.



Acorde disonante 6: la apuesta por la autoprovisión como 
“aceleradora” de fondos Next Generation



Disposición final sexta: la gestión del Fondo de Restauración 
Ecológica y Resiliencia 
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